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De la información plasmada en cada una de esas Actas, se aprecia que las medidas solicitadas inicialmente cobijaron exclusivamente a la señora T., aunque posteriormente las mismas fueron extendidas a sus menores hijas;  pero con antelación a ello, mediante escrito de julio 22 de 2017 , se aprecia que la accionante solicitó al programa de protección la posibilidad de convivir en la residencia que le fue asignada con su señora madre, toda vez que no la ve por algo más de siete años y se encuentra en delicada situación de salud. 

(…)

Aunque entiende la Sala que la pretensión que eleva por vía de tutela va encaminada a que se le permita a su señora madre P. residir con ella en la vivienda establecida por el programa de protección, a raíz de su condición médica, toda vez que al parecer la demás familia extendida –con excepción de una hermana suya que reside en el exterior- se ha desentendido de tal obligación, lo que conllevó a que decidiera traer a su progenitora a esta capital para estar cerca de ella y brindarle los cuidados que necesita, se estima que ello no es argumento suficiente para amparar el derecho reclamado, y se explica la razón:

Se tiene de un lado que le corresponde a la familia en atención al principio de solidaridad brindar el cuidado que necesita un pariente en situación de indefensión. Pero de otro se sabe que a raíz de la especial condición de sujeción de la señora T. con la Fiscalía, ello le impide que su señora madre resida en la misma vivienda donde se le presta seguridad -al no tener aun la condición de protegida-, por cuanto ello iría en contravía de los compromisos adquiridos con la Dirección de Protección, en cuanto a no permanencia en la sede de personas ajenas al programa de protección, máxime que la entidad estatal únicamente tiene obligaciones y responsabilidades con los vinculados a tal servicio.

Así que ordenarse por vía de tutela que se le permita a la señora P. residir con su hija en la vivienda donde es protegida, implicaría PONER EN PELIGRO LA MISMA SEGURIDAD DE LA ADULTA, A RAÍZ DE LAS AMENAZAS DE QUE HA SIDO VÍCTIMA SU HIJA y que fue precisamente lo que motivó a esa dependencia a ubicarla lejos de la zona de riesgo.
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                                   PEREIRA-RISARALDA 
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                                        RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
        SALA de decisión PENAL

              Magistrado Ponente 
      JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de julio de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 595
                                                  Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Como quiera que en el presente asunto la actora se encuentra vinculada al Programa de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos e Intervinientes en el Proceso Penal, en atención al principio de la estricta reserva de la información, a que alude el artículo 4° de la Resolución 0-1006 de 2006
, mediante la cual el Fiscal General reglamentó dicho programa, y como así ha sido adoptado por la H. Corte Constitucional en las sentencias T-234/12, T-184/13 y T-355/16, este Tribunal con miras a garantizar la protección de la vida, la seguridad e integridad personal y la intimidad de la accionante y de su familia, suprimirá de esta providencia sus nombres, así como cualquier dato e información suya o de su familia que permita identificarlos, por lo cual se utilizarán solo una de sus iniciales. No obstante las entidades accionadas tienen conocimiento de los datos pertinentes para la correcta identificación del asunto, los cuales reposan en el radicado interno 00321 E.
Procede en consecuencia la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora T. contra el Fiscal General de la Nación y el Director Nacional de Protección y Asistencia de dicha entidad, al considerar vulnerados sus derechos y los de su señora madre P., a su calidad de vida, en conexidad con adecuada alimentación, protección, igualdad, así como tener una familia y no ser separado de ella.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que aporta la accionante se puede sintetizar así: (i) T., se encuentra adscrita al programa de protección de testigos de la Fiscalía, otorgada por la Dirección Nacional de Protección y Asistencia desde mayo 11 de 2015, motivo por el cual le fue asignada una vivienda como su residencia en esta capital; (ii) su señora madre P., tiene 76 años, padece de “diabetes, hipertensión, incontinencia urinaria y rectal, amnesia senil”, por lo cual necesita que se le dé la comida y se le cambie pañal; (iii) su madre se halla casi desamparada, sin la atención ni afecto de sus otros hijos que residen fuera de la ciudad, y vive en una pieza que le tiene alquilada en un lugar cercano a su residencia, pero sin poder estar atenta de ella, debido a que tiene dos hijas; (iv) desde hace algo más de un año su madre padece problemas de salud y desde ese entonces ha pedido a la Dirección de protección que permita que su señora madre conviva con ella, ya que el apartamento donde vive tiene espacio, pero siempre le ha sido negada tal petición, al indicar que el programa es para personas con riesgo y su madre no lo ostenta; (v) está en condiciones de asumir todos los gastos que acarrea su cuidado, con la ayuda de su hermana que vive en el exterior, ya que aunque en el día puede brindarle atención, requiere vivir con ella para darle una mejor calidad de vida; (vi) su madre es una adulta mayor que se encuentra en estado de vulnerabilidad y tiene protección especial del Estado, que no le ha sido brindada, por lo cual pide se acceda a sus derechos.

Solicita se amparen sus derechos y que se le ordene al Director de Fiscalía General de la Nación y de la Dirección Nacional de Protección y Asistencia, que le concedan permiso para que su señora madre resida en el apartamento asignado a ella y a sus dos hijas como vivienda en el programa de protección a testigos.  Tal petición igualmente la solicitó como medida provisional.

3.- CONTESTACIÓN

Admitida la acción constitucional se corrió traslado al Fiscal General de la Nación y al Director Nacional de Protección y Asistencia, y se dispuso vincular al Director Seccional de Fiscalías de Pereira (Rda.) y al Director del programa de protección a víctimas y testigos de la Fiscalía, quienes así se pronunciaron:

- El Director de Protección y Asistencia de la Fiscalía informa lo siguiente: (i) dicha dependencia evalúa el nivel de riesgo y amenaza que padezcan los ciudadanos, conforme lo indique el servidor de conocimiento -fiscal- y se adoptan las medidas de protección, siempre y cuando se establezca que actúan en condición de víctimas o testigos en una investigación penal, y que dicha participación se torne eficaz para la Administración de Justicia; además, que de allí se genere un riesgo a nivel extraordinario o extremo para su vida e integridad personal, extendiéndose si es el caso a sus familiares; (ii)  en relación con la petición elevada por la señora T. señala que obra petición de protección de marzo 05 de 2015 de la Fiscalía 15 Seccional de Bogotá, por lo cual se activó la ruta de atención únicamente para ella, al referir que su grupo familiar compuesto por sus dos hijas menores se encontraban en New York bajo custodia de una hermana, y en ningún momento hizo alusión a su señora madre P.; (iii) hace alusión al procedimiento que se desarrolló al respecto: inicialmente por Acta de Protección Condicionada N° 20151100061733 de abril 27 de 2015 se incorpora solo a la accionante al programa, pues nunca refirió a su señora madre, y por acta N° 20161100036373 de julio 05 de 2016 se cambió la medida de Protección Condicionada a Incorporación con Protección Física en un nivel de seguridad mediano, donde se evidencia que nuevamente solicita se incorpore a su progenitora; (iv) en junio 22 de 2016 pide se incorpore a P. a quien hace 7 años no ve y por ende se ordenó misión de trabajo en junio 30 de 2017 para establecer la evaluación del riesgo, la cual arrojó como resultó la no incorporación por no estar presente el principio de conexidad y no consentimiento, lo que se plasmó en Acta 20171100049143 de agosto 04 de 2017; (v) en noviembre 24 de 2017 se dispuso evaluar por extensión a las hijas menores de la protegida y su incorporación en acta de adición a la protección física 20171100019143; (vi) en mayo 02 de 2018 se solicita práctica de pruebas con misión de trabajo en favor de P., para corroborar si cumple con los requisitos para ser beneficiaria del programa de protección, evidenciándose su no vinculación por acta 20181100059231 de mayo 30 de 2018, con solicitud a la Secretaría de Desarrollo Social y Político de Pereira para que garanticen sus condiciones mínimos de salud y bienestar; (vii) no ha vulnerado los derechos fundamentales, ya que la progenitora de la accionante ha sido evaluada en dos ocasiones y no cumple las exigencias de la resolución 0-1006 de 2016; (viii) luego de hacer alusión a normativa que regula el programa de protección a víctimas y testigos, señala que el juez constitucional no puede obligar a la protección de personas que no cumplen las exigencias constitucionales, no obstante en pos de revaluar el riesgo de la señora P., se dispuso la activación de la ruta de protección de la Fiscalía, y la emisión de la misión de trabajo 123682 de julio 11 de 2018, para que se determine mediante la revaluación técnica de amenaza y riesgo el cumplimiento de las disposiciones legales, para efecto de ser considera la madre de la accionante como población objeto del programa de protección, de cuyos resultados informará a la Sala; (ix) al tener conocimiento de la situación de la aquí accionante se adelantaron gestiones en pro de preservar el interés superior como es la vida e integridad de la persona objeto de protección, disponiéndose la revaluación del nivel de riesgo de la progenitora de la accionante; y (x) pide se deniegue la tutela impetrada.

- Por parte del Director Seccional de Fiscalías de Pereira, únicamente se allegó a esta Sala copia del oficio 1395 de julio 09 de 2018 dirigido al Director Nacional de Protección y Asistencia, dándole traslado de la acción de tutela para que se diera respuesta a la misma.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de la Fiscalía General de la Nación, más concretamente de la Dirección Nacional de Protección y Asistencia, se vulneraron los derechos fundamentales de la señora T. y de su señora madre P. al no permitirse que esta última resida en la vivienda que le ha sido asignada a su hija dentro del programa de protección a víctimas y testigos.
5.2.- Solución

De conformidad con lo reglado en el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En este caso, la señora T. concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales y los de su señora madre P., toda vez que por parte de la Dirección de Protección y Asistencia no se le permite a su señora madre residir en la vivienda dada por parte del programa de protección.

El Programa de Protección a Testigos, Víctimas, Intervinientes en el Proceso y Funcionarios de la Fiscalía, fue creado por el artículo 67 de la Ley 418 de 1997, modificado por el art. 4, Ley 1106 de 2006: "mediante el cual se les otorgará protección integral y asistencia social, lo mismo que a sus familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad, primero civil y al cónyuge, compañera o compañero permanente, cuando se encuentren en riesgo de sufrir agresión o que sus vidas corran peligro por causa o con ocasión de la intervención en un proceso penal. En los casos en que la vida del testigo o denunciante se encuentre en peligro, la Fiscalía protegerá la identidad de los mismos”. 

Así mismo, de conformidad con lo reglado en el numeral 9°, artículo 28 del Decreto Ley 016/14, la función principal que se le dio a la Dirección de Protección y Asistencia de la Fiscalía es la de “Calificar el nivel de riesgo y evaluar, con autonomía, las medidas de protección o asistencia social, el nexo causal entre riesgo y participación del testigo o la víctima dentro de la indagación, investigación o proceso penal; así mismo decidirá con autonomía, la vinculación, desvinculación o exclusión de los beneficiarios del Programa de Protección a Testigos, Víctimas, Intervinientes en el Proceso”.

El artículo 19 de la Resolución 0-1006/16 -que derogó la Resolución número 0-5101 de agosto 15 de 2008-, por medio de la cual se reglamentó tal Programa, en punto de la autonomía que le fuera entregada a la Dirección de Protección, se indica que: “La Dirección Nacional de Protección y Asistencia goza de autonomía para tomar las respectivas decisiones relacionadas con el Programa de Protección a Testigos, Víctimas, Intervinientes en el Proceso Penal y Funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, en el marco de lo establecido en la Constitución, en la ley, en las políticas y directrices establecidas por el Fiscal General de la Nación”. Igualmente, que: “La autonomía se predica en la calificación del nivel del riesgo, la decisión sobre medidas de protección o asistencia integral, así como de la incorporación, desvinculación y exclusión de los beneficiarios”.

De la anterior normativa se desprende con claridad, que es la Dirección Nacional de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación, por intermedio de sus funcionarios, quienes tienen la obligación legal de corroborar si una persona puede ser incorporada a tal programa, tal se ha realizado en este evento, para lo cual se hace necesario hacer un recuento de las actividades que al respecto se han desarrollado en dicho asunto, como pasa a verse:

De la documentación arrimada al expediente se observa que por parte de la Fiscalía 15 Seccional de Bogotá se solicitó la protección de la señora T. como testigo dentro del proceso que por los delitos de homicidio y porte ilegal de armas se adelanta, frente a lo cual y luego de adelantarse el estudio de evaluación de amenaza y riesgo se evidenció lo siguiente: (i) por Acta N° 20151100061733 de abril 24 de 2015
 se le otorgó como medida preventiva la protección condicionada, para mitigar el riesgo mediante el distanciamiento de la zona donde se presenta la amenaza -Bogotá D.C.-; (ii) por acta N° 20151100071143 de mayo 20 de 2015
  se modificó el acta de incorporación, para autorizar el tratamiento de rehabilitación por consumo de sustancias psicoactivas, por un lapso de cinco meses en una fundación, cuyos costos fueron asumidos por el programa de protección; (iii) mediante Acta N° 20161100036373 de julio 05 de 2016
, se modificó la medida de protección condicionada en favor de la señora T., al cumplir los requisitos para ser incorporada sin condicionamientos; y (iv) por acta N° 20171100074713 de diciembre 05 de 2017
 se adicionó el Acta de Incorporación N° 2016110036373, para tenerse como miembros del grupo familiar protegido a las hijas menores de la accionante.
De la información plasmada en cada una de esas Actas, se aprecia que las medidas solicitadas inicialmente cobijaron exclusivamente a la señora T., aunque posteriormente las mismas fueron extendidas a sus menores hijas;  pero con antelación a ello, mediante escrito de julio 22 de 2017
, se aprecia que la accionante solicitó al programa de protección la posibilidad de convivir en la residencia que le fue asignada con su señora madre, toda vez que no la ve por algo más de siete años y se encuentra en delicada situación de salud.

Precisamente para atender tal solicitud, por parte de la Dirección de Protección se libró misión de trabajo para evaluar los niveles de amenaza y riesgo de la señora P., sin haberse logrado realizar la entrevista pertinente para el estudio técnico respectivo, y ante esa falta de consentimiento de la candidata a protección y no hallarse reunidos las exigencias establecidas en la resolución 0-1006 de 2016, por Acta N° 20171100049143 de agosto 04 de 2017
  se negó su vinculación al programa de protección.

En enero 25 de 2018
 nuevamente la actora solicitó se estudiara la posibilidad de “incorporar” a su señora madre, quien vive en Villavicencio donde está de arrimada, pues sus hermanas no quieren hacerse cargo de ella y estar en disposición de asumir los costos económicos que ello le genera, para lo cual cuenta con el apoyo de una de sus hermanas que reside en el exterior. A la vez que indica que cuando fueron a visitar a su progenitora en el mes de junio -2017-, se hallaba muy alterada y no fue posible la entrevista. En marzo 06 de 2018
 envía nuevamente escrito donde da a conocer que su madre ya no reside en Villavicencio –al no ser encontrada por el investigador del caso-, por cuanto fue trasladada a Manizales (Cds.) y de allí la trajo para Pereira, donde actualmente reside, y reitera la solicitud de que sea “incorporada” y que se arrogará sus gastos.

Para tal efecto, la Dirección de Protección nuevamente dispuso una misión de trabajo para evaluar los niveles de amenaza y riesgo de P., evidenciándose que la misma no ostenta alguno, y luego de haberse efectuado el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de medidas de Protección, se consideró que no era procedente “implementar medidas de protección” a favor de la evaluada, lo cual quedó plasmado en el Acta N° 20181100059231 de mayo 30 de 2018
; aun así, se comunicó a la Secretaría de  Desarrollo Político y Social de Pereira, con miras a que adelanten los trámites pertinentes para garantizar las condiciones mínimas de salud y bienestar integral de la señora P.
.

Así mismo y con ocasión de la interposición de este trámite constitucional, se advierte que por parte de la Dirección de Protección dispuso la reevaluación de la amenaza o riesgo en favor de la señora T., y para tal efecto se libró misión de trabajo 12362 de julio 11 de 2018
, la cual tiene como instrucciones: “1. Entrevistar al candidato y a los adultos integrantes de su núcleo familiar, solicitarles antecedentes, 2. Realizar visita al proceso y entrevistar al funcionario judicial de conocimiento, 3. Establecer y verificar niveles de riesgo y amenaza, y 4. Rendir informe evaluativo.”
De ese obligado pero necesario recuento, se aprecia que por parte de la Dirección Nacional de Protección y Asistencia de la Fiscalía, se ha surtido el procedimiento reglado para determinar si en efecto la señora P. ostenta algún nivel de riesgo o amenaza, sin que ello hubiera sido advertido, pero no obstante por parte de esa dependencia, a raíz de la tutela elevada por la señora T., se activó nuevamente la ruta de atención, misma que se encuentra en trámite, habida cuenta que para ello se debe inicialmente dar cumplimiento a la misión de trabajo que para tal efecto fue librada.

En cuanto a los diversos niveles de riesgo relacionados con la vida e integridad física de las personas, la Corte Constitucional en sentencia T-1060/06 los ha clasificado así:

“Nivel de riesgo mínimo. En este nivel se encuentran todas las personas, por el solo hecho de nacer. El riesgo al que se enfrenta es a la muerte y a las enfermedades. 
 
Nivel de riesgo ordinario. Se trata de todos aquellos riesgos causados por el hecho de vivir en sociedad. La amenaza no es causada por factores individuales, como en el nivel anterior, sino que se produce por factores externos, tales como la acción del Estado y la convivencia con otras personas. La población que se encuentra en este nivel de riesgo no puede solicitar medidas especiales de protección, por cuanto el Estado, dentro de su finalidad, debe establecer medidas ordinarias y generales encaminadas a proteger a los asociados en relación con este tipo de riesgo. Lo derechos fundamentales que puedan verse amenazados se protegen de la manera indicada.
 
Nivel de riesgo extraordinario. Cuando la persona se encuentra en este nivel de riesgo, es necesario que el Estado adopte medidas especiales y particulares para evitar que se vulneren los derechos fundamentales amenazados […]

Nivel de riesgo extremo. Este es el nivel de riesgo más alto. En esta categoría también se ponen en peligro derechos fundamentales como la vida y la integridad personal. Para que el individuo pueda obtener una protección especial por parte del Estado en este nivel, el riesgo debe reunir las características indicadas en relación con el nivel anterior y, además, debe ser grave e inminente. Es grave aquel riesgo que amenaza un bien jurídico de mucha entidad o importancia. La inminencia se predica de aquello que o está para suceder prontamente. Así, el riesgo extremo es aquel del que se puede decir que en cualquier instante puede dejar de ser una amenaza y materializarse en una vulneración de los derechos a la vida o a la integridad personal, que son evidentemente primordiales para el ser humano”.
En este caso en concreto, se evidencia que la Dirección Nacional de Protección en al menos dos ocasiones realizó el estudio de riesgo de la señora P. En el primero no se contó con su consentimiento, y el segundo arrojó un riesgo ordinario, por lo cual no se hizo merecedora de las medidas de protección que pedía su hija. Aun así, la referida entidad dispuso que se efectuara uno nuevo para corroborar si era procedente tal solicitud, mismo que no ha concluido.
Para la Sala, por parte de la Dirección de Protección de la Fiscalía se han adelantado las gestiones que contempla la normativa para establecer si la señora P. puede ser incorporada al programa de protección, el cual en la actualidad se encuentra nuevamente en curso.

Precisamente tal circunstancia releva al juez constitucional de ordenar que la señora P. sea incorporada al programa de protección, por cuanto la legislación le otorgó tal facultad precisamente a la Dirección de Protección, la cual hará con fundamento el estudio técnico que debe efectuarse para finalmente determinar si procede lo exigido. Sobre la particular la jurisprudencia constitucional ha señalado:

“[…] cuestionar la efectividad del estudio de seguridad, para que sea el juez de tutela el que lo realice o lo evalúe, carece de sentido en cuanto a la naturaleza misma del requisito. El cual como se dijo pretende ser objetivo, justamente para conjurar de manera efectiva el riesgo de los ciudadanos pertenecientes o no a población vulnerable. Lo anterior resulta lógico, pues el estudio de nivel de riesgo sólo puede tener un resultado confiable cuando se hace por las autoridades encargadas de la seguridad de los ciudadanos. Por ello, el juez de tutela, cuya función no es la seguridad personal de los ciudadanos colombianos, no podría de manera confiable y eficaz determinar quién necesita medidas especiales de protección y quién no”.
 

Y es que pese a que la señora T. ha reiterado insistentemente a la Dirección de Protección de la Fiscalía que su señora madre P. sea incorporada al programa, para que ello proceda necesariamente debe verificarse si la misma cumple con las exigencias legales para ser beneficiada con ello.

Ahora bien, la accionante también refiere que las circunstancias que la motivaron a interponer el amparo se fundamentan igualmente en el hecho de que su señora madre padece de diversas patologías “diabetes, hipertensión, incontinencia urinaria y rectal, amnesia senil” e igualmente que padece de “Esquizofrenia” -única de la cual se allegó diagnóstico
-, por lo que debe permanecer acompañada, y por ende pide que se le autorice residir en la vivienda señalada por el programa de protección, para lo cual asumirá todos los gastos que ello demande.

Si bien para el Tribunal es loable lo que pide la accionante, no puede desconocerse que la señora T. por haber decidido hacer parte del programa de Protección a testigos y víctimas de la fiscalía, se ubica en una situación de especial sujeción con el órgano encargado de la persecución penal, lo que per se implican algunas restricciones, como así se lee de lo plasmado en el inciso 5°, parágrafo único, artículo 2° de la Resolución 0-1006 de 2016, el cual prescribe:
“El individuo que ingresa al Programa de Protección a Testigos, Víctimas, Intervinientes en el Proceso Penal y Funcionarios de la Fiscalía General de la Nación debe considerar que se encuentra en una situación de especial sujeción ante el organismo estatal encargado de su amparo. Justamente ello implica que el beneficiario puede verse sometido a restricciones en el ejercicio de algunos de sus derechos fundamentales y libertades en general. Aun así de aclararse que dichas restricciones no afectan el núcleo esencial de los derechos y libertades, y se mantienen dentro de los cauces de lo razonable y lo proporcional”.
Precisamente a ello se sometió la señora T. al hacer parte del referido programa, al cual incursionó solamente ella, aunque posteriormente se extendió tal protección a sus hijas menores de edad, con las consabidas restricciones para que personas diferentes a ellas puedan hacer uso de los bienes que le fueron puestos a disposición por la Fiscalía para su protección.

Aunque entiende la Sala que la pretensión que eleva por vía de tutela va encaminada a que se le permita a su señora madre P. residir con ella en la vivienda establecida por el programa de protección, a raíz de su condición médica, toda vez que al parecer la demás familia extendida –con excepción de una hermana suya que reside en el exterior- se ha desentendido de tal obligación, lo que conllevó a que decidiera traer a su progenitora a esta capital para estar cerca de ella y brindarle los cuidados que necesita, se estima que ello no es argumento suficiente para amparar el derecho reclamado, y se explica la razón:
Se tiene de un lado que le corresponde a la familia en atención al principio de solidaridad brindar el cuidado que necesita un pariente en situación de indefensión. Pero de otro se sabe que a raíz de la especial condición de sujeción de la señora T. con la Fiscalía, ello le impide que su señora madre resida en la misma vivienda donde se le presta seguridad -al no tener aun la condición de protegida-, por cuanto ello iría en contravía de los compromisos adquiridos con la Dirección de Protección, en cuanto a no permanencia en la sede de personas ajenas al programa de protección, máxime que la entidad estatal únicamente tiene obligaciones y responsabilidades con los vinculados a tal servicio.

Así que ordenarse por vía de tutela que se le permita a la señora P. residir con su hija en la vivienda donde es protegida, implicaría PONER EN PELIGRO LA MISMA SEGURIDAD DE LA ADULTA, A RAÍZ DE LAS AMENAZAS DE QUE HA SIDO VÍCTIMA SU HIJA y que fue precisamente lo que motivó a esa dependencia a ubicarla lejos de la zona de riesgo.

De igual manera, no obstante que la accionante aduce que no puede estar permanentemente al cuidado de su señora madre por la obligación de atender a sus dos hijas menores, y que su ascendiente reside en una vivienda diferente, esa afirma es inatendible, porque de la información allegada al dossier se extrae que el nivel de seguridad que fue establecido para la señora T., es mediano y ello implica que “puede realizar actividades extramurales, pero sometida a la orientación y los sistemas de seguridad que disponga el Programa […], como así quedó plasmado desde el Acta N° 20151100061733. Y si tenemos en cuenta que la señora P., HABITA EN EL MISMO CONJUNTO RESIDENCIAL DONDE SE ENCUENTRA UBICADA LA SEDE ASIGNADA A LA ACCIONANTE, E INCLUSO EN EL MISMO BLOQUE DE APARTAMENTOS, ninguna dificultad tendría para estar atenta de su progenitora, sin que ello, en sentir de la Sala constituya un riesgo para su seguridad, en tanto puede gestionar con su agente a cargo, las autorizaciones para asistir de manera permanente a la vivienda de su señora madre, a raíz de su situación médica.
Por tal razón, y como quiera que en la actualidad existe un procedimiento que se surte por la Dirección de Protección, tendiente a establecer si pese a que la señora P. no tuvo participación alguna en el proceso penal que conllevó a que se le brindara medida de protección a su hija T., puede ser tenida en cuenta o no como beneficiaria por extensión del programa de protección, donde muy seguramente se tendrán en consideración para adoptar la decisión pertinente, sus afecciones médicas y la salvaguarda de la unidad familiar, concluye el Tribunal que no puede accederse a su pretensión y en consecuencia se negará el amparo deprecado.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción constitucional presentada por la señora T.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase la actuación a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� ARTÍCULO 4o. RESERVA DE LA INFORMACIÓN. Los documentos, las actuaciones y la información sobre las actividades desarrolladas por la Dirección Nacional de Protección y Asistencia se mantendrán bajo estricta reserva. De este modo, se constituirán en una garantía en el respeto y protección de los derechos fundamentales de todos los que hacen parte del Programa de Protección a Testigos, Víctimas, Intervinientes en el Proceso Penal y Funcionarios de la Fiscalía General de la Nación. Las erogaciones que se ordenen o ejecuten para los fines del Programa de Protección a Testigos, Víctimas, Intervinientes en el Proceso Penal y Funcionarios de la Fiscalía General de la Nación tendrán carácter reservado. En ningún caso se revelará la identidad del beneficiario. La violación de la reserva por parte de cualquier persona acarreará las sanciones penales y disciplinarias del caso. Esta reserva tiene fundamento en lo dispuesto por el legislador.


� folio 32 y ss.


� folio 45 y ss.


� folio 53 y ss.


� folios 69 y ss.


� folios 8 y 9.


� folios 65 y 66.


� folios 10 y 11.


� Ver folios 12 y 13.


� Ver folio 73 y ss.


� Ver folio 78.


� Ver folio 79.


� Ver folio 15.
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